El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Asunto


: Sentencia de segunda instancia
Tipo de proceso
: Responsabilidad civil extracontractual
Demandantes

: Lina Isabel Aguirre Montoya y otros

Demandados

: José Darío Cardona Valencia y otros
Procedencia 

: Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas
Radicación

: 66170-31-10-001-2017-00283-01
Mg. Ponente

: Jaime Alberto Saraza Naranjo
TEMAS:
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / PRESUPUESTOS / CONCURRENCIA DE ACTIVIDADES PELIGROSAS / NO HAY LUGAR A RESPONSABILIDAD OBJETIVA / NEXO CAUSAL / CONFIRMA DENEGACIÓN DE PRETENSIONES.
Se sabe que genéricamente, quien causa un daño a otro, debe resarcirlo (art. 2341 C. Civil), siempre que se demuestre, y esa es carga de quien invoca la responsabilidad, que hubo el hecho, que medió culpa del agente, que hubo un daño y que entre aquella y este existió un nexo causal. 

Sin embargo, cuando se trate del ejercicio de una actividad peligrosa, de aquellas que enuncia el artículo 2356 del mismo estatuto, se aligera la carga probatoria del demandante, porque lleva envuelta una presunción de culpa, de manera que a la víctima le incumbe probar, simplemente, el hecho, el daño y el nexo causal, en tanto que el agente, para liberarse de responsabilidad, debe acreditar como eximente una fuerza mayor o un caso fortuito, el hecho exclusivo de un tercero o de la víctima, es decir, que la discusión se da en el ámbito de la causalidad y no de la culpabilidad. (…)

Y si en el suceso concurren sendas actividades peligrosas, la cuestión debe mirarse en perspectiva del mismo artículo, pero atendiendo la injerencia que cada una de ellas hubiese tenido, a la actividad desplegada por cada uno de los conductores, por ejemplo, para, en su caso, imputar el hecho dañoso a uno de los dos, que deberá cargar con la responsabilidad, o bien, graduar la indemnización por haber concurrido ambos en el suceso con una conducta culposa. (…) 

No se trata, como lo sostuvo el Juez de primer grado de una responsabilidad meramente objetiva, con sustento en una sentencia del año 2009, proferida por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema. La misma alta Corporación, a poco andar, y en relación con el artículo 2356, reiteró su tradicional posición en relación con el artículo 2356, en sentencia del 26 de agosto de 2010, con ponencia de la Magistrada Ruth Marina Díaz, ratificada luego en providencia del 18 de diciembre de 2012, con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez…

… recientemente la misma Corporación, en la sentencia de mayo 6 de 2016, expediente SC5885-2016, radicado 54001-31-03-004-2004-00032-01, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona… indicó que:

También es factible que suceda, cual aconteció en el escenario debatido, que ambos extremos de la relación procesal estuvieran ejercitando concomitantemente actividades de peligro, evento en el cual surge para el fallador la obligación de establecer mediante un cuidadoso estudio de las pruebas la incidencia del comportamiento desplegado por aquellos, respecto del acontecer fáctico que motivó la reclamación pecuniaria. (…)
La demanda se cimentó en que este último incumplió el reglamento de tránsito; pero no hay tal. Como se pudo resumir, el sitio era permitido para dejar pasajeros, el taxi estaba detenido al momento de la colisión, se usaron las prevenciones luminosas, el pare se hizo muy cerca al andén, sin ocupar el porcentaje de la calzada que aduce la demandante, ni obstaculizar el paso de otros vehículos, mucho menos el de una motocicleta. Es decir, que la infracción de las reglas que enseña el Código Nacional de Tránsito en sus artículos 76 y 77, quedó sin sustento probatorio.

En este orden de ideas, acertó el funcionario al señalar que el nexo causal se rompió en el caso concreto, porque el contacto entre los vehículos fue provocado por la víctima; en el hecho ninguna incidencia tuvo el conductor del taxi.
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HECHOS: 

1. La señora LINA ISABEL AGUIRRE MONTOYA, el 27 de diciembre de 2012 más o menos a las 9:50 pm, conducía su motocicleta de placa SOP-64C la que colisionó el vehículo automotor taxi, placa SXE-282, afiliado a la empresa PRIMER TAX S.A, de propiedad del señor JOSE DARIO CARDONA VALENCIA y conducido para esta fecha por el señor ÓSCAR MAURICIO MARTINEZ TORO 
2. Los hechos ocurrieron por imprudencia e irresponsabilidad del conductor del taxi, pues hizo caso omiso de las más mínimas reglas legales y de precaución, paró y estacionó el vehículo en la vía rápida por el sector de Dosquebradas a la altura club de la Tercera Edad, con el fin de dejar a unos pasajeros. 
3. La responsabilidad del conductor del vehículo automotor como causante del accidente al estacionar en un sitio prohibido, y esta fue una situación reconocida directamente por el propietario señor JOSE DARIO CARDONA VALENCIA, específicamente en el hecho primero de su petición en el Centro de Conciliación de la Abogada Conciliadora María Arbeláez Aristizabal. 

4. Desde el día del accidente hasta el 08 de julio de 2013 que fue su último reconocimiento médico legal, en el registro médico se encuentran y determinan las siguientes lesiones, incapacidades y secuelas definitivas por deformidades físicas “ABDOMEN BLANDO NO DOLOROSO CON FRACTURA DE CADERA CON MIEMBRO INFERIOR CON FÉRULA CON LIMITACIÓN PARA EL MOVIMIENTO Y DOLOR” “HERIDA POR AVULSPON EN RODILLA Y LIMITACIÓN FUNCIONAL DEL REDIAL, DEFORMIDAD SY DORO EN TOBILLO CON HERIDA EN REGIÓN PALSANTARA Y TALON, NEUROVASCULAR DISTAL CONSERVADO RXD ECADEA FRACTURA DE CADERA DERECHA GARDENTIPO 4RX DE TOBILLO FRACTURA DE PILINTIBIAL CON LUXACIÓN DE TOBILLO RXD RX DE RODILLA Y PIERNA NO LESIÓN ÓSEA. DIAGNOSTICO PRINCIPAL FRACTURA DEL CUELLO DE FEMUR” Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses a través de informe pericial “ANALISIS, INTERPRETACION Y CONCLUSIONES: MECANISMO TRAUMATICO DE LESION: CONTUNDENTE, INCAPACIDAD MEDICO LEGAL DEFINITIVA CIENTO VEINTE DIAS. SECUELAS MEDICO LEGALES: PERTURBACION FUNCIONAL DEL ORGANO DE LA MARCHA DE CARÁCTER PERMANENTE” 
5. El hecho de tránsito fue conocido por los guardas de tránsito Diana Patricia Bustos Muñiz y Pablo Emilio Ramírez Buitrago, quienes en el informe hacen relación al nombre de la víctima, dirección de los hechos, fecha de los hechos, características de los automotores involucrados en el accidente, datos de sus conductores y datos con las características del SOAT de la motocicleta de placa SOP64C con la cual fue atendida la víctima en el hospital.
6. El costo de la hospitalización, los honorarios médicos, anestesiólogos y otras, fueron imputas al seguro obligatorio de accidentes de tránsito de la motocicleta. Los costos del arreglo de la motocicleta ascendieron la suma de $443.243, los gastos por transporte a las diferentes citas médicas y hospitalarias de la ciudad de Santa Rosa de Cabal a la ciudad de Pereira y viceversa, ascendieron a la suma de $1.620.000 y los gastos de honorarios a que hubo lugar por la calificación de la pérdida de la capacidad laboral emitida por el Dr. Leonardo López Hurtado por la suma de $600.000 y quien determino una pérdida de capacidad laboral del 26.99% 
7. Después del trabajo de recuperación, a ésta le quedó una deformidad física consistente en: PROBLEMAS DE ARTICULACION DEL TOBILLO INCOMPLETO GENERANDOLE FUERTES DOLORES, DOLOR EN LA CADERA AL PERMANECER RECOSTADA SOBRE EL LADO DERECHO; LE QUEDARON CICATRICES EN LA CADERA, EN LA RODILLA Y EN EL TOBILLO INTERNO Y EXTERNO, que le impide caminar normalmente y desempeñar a cabalidad las funciones que como ser humano debe realizar, incluidas las laborales. 
8. Antes del accidente sufrido la señora Lina Isabel laboraba en el establecimiento comercial “RANCHO Y LICORES EXTRANJEROS” lugar donde laboraba desde el 01 de febrero de 2012 devengando el salario mínimo mensual legal vigente para el año 2013 ($589.500)

9. El accidente causado y padecidos no solo afectaron la parte moral y psíquica de la demandante, sino que en este suceso resultó involucrado todo su núcleo familiar conformado por sus padres MARINO ANTONIO AGUIRRE CANO y TERESITA DE JESUS MONTOYA OSORIO y su hermano JHON ALEXANDER AGUIRRE MONTOYA quienes siempre estuvieron y estarán atentos a su cuidado. 

10. Surge entones en este asunto la responsabilidad civil a título de culpa por error de conducta debido a la imprudencia del conductor Óscar Mauricio Martínez Toro, al no conducir con el debido cuidado que dicha actividad le exige, los aquí demandados están legitimados para ser convocados a éste proceso a responder directa y solidariamente. JOSE DARIO CARDONA VALENCIA en su condición de propietario del vehículo automotor del accidente y a la empresa de Transporte a la cual se encontraba el automotor PRIMER TAX S.A, ambos como guardianes de la cosa dedicada a la actividad peligrosa. 

PRETENSIONES:
PRIMERA: Que los señores JOSE DARIO CARDONA VALENCIA y PRIMER TAX S.A, representada legalmente por el señor Jesús Ernesto Duque  Ocampo o quien haga sus veces, son responsables extracontractualmente, como terceros civilmente responsables en sus calidades de guardianes del vehículo automotor de placa SXE 282 de los perjuicios ocasionados a la señora LINA ISABEL AGUIRRE MONTOYA en razón del accidente de tránsito ocurrido el 27 de Diciembre de 2012  en la modalidad de: DAÑO EMERGENTE, LUCRO CESANTE CONSOLIDADO, LUCRO CESANTE FUTURO, DAÑOS MORALES, DAÑO A LA VIDA EN RELACION Y LOS MORALES sufridos por ésta y por sus familiares más cercanos sus padres MARINO ANTONIO AGUIRRE CANO y TERESITA DE JESUS MONTOYA OSORIO y su hermano JHON ALEXANDER AGUIRRE MONTOYA
SEGUNDA: Los declarados civilmente responsables cancelarán a titulo de indemnización las siguientes sumas de dinero:

· DAÑO EMERGENTE: $2.633.243
· LUCRO CESANTE CONSOLIDADO: $801.177
· LUCRO CESANTE FUTURO: $38.485.000
· DAÑOS MORALES: 56.670.000
· DAÑOS MORALES A LA VIDA EN RELACION: $56.670.000 (el equivalente a 100SMMLV 
· DAÑOS MORALES, para los señores MARINO ANTONIO AGUIRRE CANO y TERESITA DE JESUS MONTOYA OSORIO el equivalente a 50 SMMLV para cada uno que ascienden la suma de $56.670.000 
· DAÑOS MORALES para su hermano JHON ALEXANDER AGUIRRE MONTOYA la suma de 25 SMMLV que asciende la suma de $14.167.500 

· Por las costas procesales que demande esta actuación en caso de oposición de la parte demandada.

RESPUESTA Y EXCEPCIONES: 

La apoderada del señor JOSE DARIO CARDONA VALENCIA se opone a la prosperidad de las pretensiones de la demanda y propone las siguientes excepciones:

COBRO DE LO NO DEBIDO Y/O PROBADO: Las acciones indemnizatorias derivadas de la Responsabilidad Civil Extracontractual, no pueden constituirse si el afectado en términos generales no ha demostrado responsabilidad civil de la otra parte, como quiera que ésta no se encuentra probada de manera cierta y fundamentada. 

CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA: En el desarrollo del proceso resulta demostrado que la víctima se expuso de manera imprudente, siendo ella misma la generadora del daño reclamado, debe asumir las consecuencias de su actuación al no obedecer las normas de tránsito y no verificar los riesgos existentes al conducir sin el mínimo de distancia de separación con los vehículos que viajan delante de ella.

EJERCICIO DE UNA ACTIVIDAD PELIGROSA: Da solamente una definición de que es actividad peligrosa. 
ENRIQUECIMIENTO SIN JUSTA CAUSA: No existe causa para el cobro de las pretensiones de la demanda pues por parte del señor no existe JOSE DARIO CARDONA VALENCIA no existe ninguna obligación de pagar el monto de la indemnización que aduce el demandante. Ya que este valor no tiene causa suficiente que permita deducir la existencia de la obligación del señor Cardona como es el pago derivado de una Responsabilidad Civil Extracontractual.

TASACION EXCESIVA DEL PERJUICIO: existe tasación excesiva respecto a todos los tipos de perjuicios que se reclaman, como quiera que estos no se encuentran acreditados y no existe una base cierta para su tasación, olvidando que no es a criterio de la demandante la fijación del perjuicio, sino que obedece a requisitos y formulas financiera que precisan el daño realmente sufrido,.
INNOMINADA O GENÉRICA. 

El apoderado de PRIMER TAX S.A se opone a las pretensiones de la demanda y propone las siguientes excepciones:

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION: PRIMER TAX S.A no es responsable por los hipotéticos y no probados perjuicios alegados por la señora Lina Isabel Aguirre Montoya, por tratarse de una culpa exclusiva del conductor de la motocicleta 

CARGA DE LA PRUEBA: Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, y en este caso la demandante no demostró los daños que aduce haber sufrido 

FALTA DE REQUISITOS DE LA DEMANDA: Se debe agotar la conciliación como requisito de procebilidad y en el caso concreto en los anexos de la demanda no hay acta o certificación alguna que de fe de agotamiento de conciliación extrajudicial 

El apoderado de AXA COLPATRIA SEGUROS S.A llamada en garantía   se opone a las pretensiones de la demanda y propone las siguientes excepciones:

Excepciones de mérito frente a la demanda principal: 

CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA: De la documentación allegada con la demanda, se puede apreciar a simple vista que la colisión donde resultó lesionada la parte actora, es producto de la imprudencia de ella misma, ya que no guarda la distancia de seguridad que debía tener respecto al vehículo de placas SXE-282.
CARENCIA DE PRUEBA DEL SUPUESTO PERJUICIO: Las pretensiones se instituyeron pese a la carencia absoluta de medio de pruebas de la producción, naturaleza y por supuesto, la cuantía del aparente detrimento alegado y éste no es susceptible de presunción alguna, pues requiere de su fehaciente demostración para poder ser considerado, luego falta de certidumbre sobre el mismo se traduce en un obstáculo insuperable para su reconocimiento.

TASACION EXCESIVA DEL PERJUICIO: Existe tasación excesiva respecto a todos los tipos de perjuicios que se reclaman, como quiera que estos no se encuentran acreditados y no existe una base cierta para su tasación, olvidando que no es a criterio del demandante la fijación de estos perjuicios. 

Excepciones frente al llamamiento en garantía 

· Cobertura de la PÓLIZA DE SEGUROS DE AUTOMÓVILES RAMO 10 POLIZA Nº 3015610
· Límite de responsabilidad de la PÓLIZA DE SEGUROS DE AUTOMÓVILES RAMO 10 POLIZA Nº 70580

· Cubrimiento de perjuicios morales la PÓLIZA DE SEGUROS DE AUTOMÓVILES RAMO 10 POLIZA Nº 3015610

· El Lucro Cesante como riesgo no asumido por la PÓLIZA DE SEGUROS DE AUTOMÓVILES RAMO 10 POLIZA Nº 3015610

· Inexistencia de solidaridad 

El apoderado de ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA LTDA se opone a las pretensiones de la demanda y propone las siguientes excepciones:

CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA

CARGA DE LA PRUEBA DE LOS PERJUICIOS SUFRIDOS Y DE LA RESPONSABILIDAD DEL CONDUCTOR DEL VEHICULO ASEGURADO: Corresponderá al asegurado demostrar la ocurrencia del siniestro, así como la cuantía de la pérdida, cuantía que no ha sido demostrada 

COEXISTENCIA DE CULPAS COMO CONSECUENCIA DE LA CONCURRENCIA DE ACTIVIDADES PELIGROSAS: En la participación de una actividad peligrosa donde hay varios actores (conductores) la presunción recae sobre la totalidad de éstos y no solo contra el que se señala como responsable por una de las partes, no bastará solo con ser perjudicado en el caso, sino que habrá que señalarse adicionalmente de forma concreta y con fundamentos probatorios las causales de responsabilidad propias.
EXCESO DE PRETENSIONES 

LIMITE DE RESPONSABILIDAD, APLICACIÓN DE DEDUCIBLES Y VALOR ASEGURADO 

DEMANDA DE RECONVENCIÓN: 

HECHOS: 
1. El pasado 27 de diciembre de 2012 siendo las 21:50pm aproximadamente sobre la carrera 10 diagonal 66 frente al Club de la Tercera edad del municipio de Dosquebradas, se presentó colisión entre el vehículo de placas SXE282 de mi propiedad (José Darío Cardona) y la motocicleta placas SOP64C de propiedad de la señora Lina Isabel. 

2. Al momento del accidente se hizo presente el organismo de tránsito competente de Dosquebradas, levantando el croquis del mismo, la señora Lina Isabel según la causa probable del accidente fue quien desatendió la norma de conducción relacionada con la conservación de la distancia mínima de seguridad con relación al vehículo que le antecedía , lo anterior debido a que el vehículo del señor José fue parado en la vía para dejar unos pasajeros, avisando de esta parada con las luces estacionarias y estando estacionado fue colisionado en la parte trasera por la motocicleta de la señora Lina quien no frenó y por ello se produjo el accidente. 

3. Como consecuencia de la desatención de las normas de conducción de la señora Lina, obligó al señor José a sacar de circulación el vehículo mientras duraba la reparación, esta reparación fue realizada a través de la póliza de seguros todo riesgo contrata para el vehículo del señor José, teniendo que cancelar el deducible y asumir los días dejados de trabajar por motivo de la reparación. 
4. A la fecha el vehículo del señor José cuenta con un pendiente ante la Fiscalía 8 local de Dosquebradas, por las lesiones sufridas por la señora Lina Isabel codificada por el organismo de tránsito como la responsable del accidente, razón por la cual no se ha podido realizar ningún tipo de enajenación del vehículo a pesar de que ha pensado actualizar el modelo del vehículo pues al ser de servicio público su deprecación es más ligera.

PRENTENSIONES:

PRIMERA: Que se reconozca y pague a favor de mi mandante, una suma de dinero equivalente a las cantidades de salarios mínimos legales mensuales vigentes, como indemnización por los PERJUICIOS MATERIALES: 

· Deducible pagado en el taller Casautos:                      $ 1.179.000

· Lucro cesante tiempo de reparación:                           $   480.000

· Gastos incurridos por audiencia de conciliación          $     80.000

· Perjuicios patrimoniales por proceso penal y civil

Instaurado y que impiden la enajenación del 

Vehículo y generan gastos de honorarios de 

Representación                                                             $10.000.000

SEGUNDA: Que se reconozca y pague a favor de JOSE DARIO CARDONA VALENCUA, la suma de $11.739.000 por los anteriores conceptos. 

TERCERA: Que se reconozcan los intereses remuneratorios sobre todas las sumas reconocidas por concepto de perjuicios materiales, a partir del 27 de diciembre de 2012 (fecha en que se produjo el daño) y hasta que se obtenga el pago total de la obligación. 

CUARTA: Que se reconozcan las costas, incluidas las agencias en derecho. 

SENTENCIA:

El problema jurídico que hay que resolver es si hay una responsabilidad objetiva por actividades peligrosas o por el contrario si la señora Lina Isabel Aguirre Montoya es la responsable tal como se propone en la reconvención.
….

24 de agosto de 2009 régimen de responsabilidad objetiva.
En el presente caso no está debidamente demostrado el nexo causal de la conducta del conductor con el resultado demandado, véase entonces como las declaraciones de las partes no contundentes en la demostración del hecho, parte del croquis o informe de la autoridad de tránsito, quien percibió de forma directa, inmediata., conjugó las condiciones atmosféricas y de transitabilidad de lugar de los hechos para atribuir en un concepto, que la causa de estos hechos fue de la parte demandante, cuyo documento está cubierto por los principios de legalidad y buena fe adquiere base de confirmación cuando la inspección judicial que realizara el despacho al sitio de los hechos, en la cual no asistió la parte demandante se tuvo por cierta las medidas de la misma autoridad de tránsito y se verificó que sobre la misma vía existía un paradero de busetas, lo cual lógicamente da a entender que sobre el sitio de la ocurrencia del hecho han de haber existido señales de precaución y que las mismas bien podían ser conocidas por la demandante en su diario trajinar al ir a su vivienda. 

Igualmente por el contradictorio presentado entre las partes se desestimó las pretensiones de la víctima y aquí se evidencia que los hechos bien pudieron tener un desenlace diferente, pues es de común conocimiento que a un lugar donde se tenga destinado la llegada o salida, embarque o desembarque de personas en especiales condiciones de movilidad como puede considerarse a las personas de la tercera edad que llegan hasta este mismo sitio, bien debía tener construcciones arquitectónicas habilitadas para ese fin, si bien la inspección judicial no la describe tampoco el funcionario de ese momento haya negado la existencia de esas especiales condiciones en el lugar inspeccionado. 
En cuanto al informe pericial que de acuerdo a las versiones de conductores involucrados y en el caso y testigos presentes, evidencia física y maniobras de los conductores, el vehículo  taxi llevaba cierto tiempo estacionado en el lugar, deviene entonces una posible distracción de la presunta víctima y el hecho no fue objetado por la parte demandante. 

También es de sentido común tener como una de las causales generadoras del hecho enunciado, el agotamiento físico de la víctima, quien estaba laborando durante todo el día, en una actividad de vendedora que es desgastante. 

Con lo anterior se tiene entonces que el nexo causal proviene de la responsabilidad exclusiva de la víctima y es precisamente el motivo por el cual se exonera de responsabilidad a las luces de una responsabilidad objetiva. 
Ahora en la reconvención, si la misma responsabilidad no se le pudo atribuir al demandado y esta exoneración tiene su origen en la retribución de la responsabilidad exclusiva de la víctima, entonces aquí cabría declarar una responsabilidad objetiva de Lina Isabel a favor de su demandado José Darío Cardona Valencia. Como el objeto de declaración de esta responsabilidad descansa en un interés económico también se ha de tener que ninguna de las pruebas practicadas conlleva a verificar esos montos reclamados, los perjuicios no fueron probados de forma legal y únicamente se tiene la tasación de los mismos. 
Por sustracción de materia tampoco habrá lugar a la declaración por responsabilidad de Lina Isabel Aguirre Montoya pues se atentaría contra la congruencia de la sentencia, 

Se condena en costas a la parte demandante menos a Lina por estar representada en amparo de pobreza.  

RESUELVE: 

PRIMERO: Denegar las pretensiones de las señoras  LINA ISABEL AGUIRRE MONTOYA y TERESITA DE JESUS MONTOYA OSORIO y de los señores MARINO ANTONIO AGUIRRE CANO y JHON ALEXANDER AGUIRRE MONTOYA en este proceso de responsabilidad civil extracontractual. 

SEGUNDO: Condenar en costas a la parte actora, se condena en un 75% a los señores TERESITA DE JESUS MONTOYA OSORIO, MARINO ANTONIO AGUIRRE CANO y JHON ALEXANDER AGUIRRE MONTOYA. Las agencias en derecho se fijan en la suma de $6´780.000

TERCERO: Las llamadas en garantía quedan desvinculadas de la presente demanda

CUARTO: Denegar las pretensiones de la demanda de reconvención. 

REPAROS: (Trascrito de manera literal) 
En virtud al artículo 322 y precisar de manera breve los reparos concretos que se le hace a la decisión

No estamos de acuerdo con que no se hubiera demostrado ese nexo causal de la responsabilidad de la parte demandada en este proceso, esa es la parte central que estaré sustentando ante la segunda instancia. De igual manera y en ese mismo contexto pues habré de hablar sobre la falta de diligencia y cuidado que no tuvo el conductor del vehículo 

Igualmente estaré sustentando el punto correspondiente a la no responsabilidad que le cabe a la demandante en razón de la demanda de reconvención con sus consecuencias y referente de igual manera en las costas en que fueron condenados que se desprende de allí, de ante mano diciendo que en caso de poder superar esta etapa en segunda instancia y convencer a los honorables magistrados de la razón que nos cabe para que la sentencia hubiese sido favorable me estaré refiriendo a las pruebas que debieron ser más objetivamente valoradas por esta instancia y en donde  considero que su análisis hubiere permitido una decisión diferente y hablo de las pruebas en términos generales pero específicamente y en caso de una decisión contraria en segunda instancia habrá lugar  a tener en cuenta el dictamen pericial de la perdida de la capacidad laboral al que nos referimos en esta misma audiencia. 
CONSIDERACIONES

1. Están reunidos los presupuestos procesales y no se advierte causal que pueda anular la actuación, por lo que la decisión será de fondo.

2. La legitimación en la causa está acreditada por activa, ya que al proceso comparecen Lina Isabel Aguirre Montoya en calidad de víctima del accidente, sus padres Marino Antonio Aguirre Cano y Teresita de Jesús Montoya Osorio, según se acredita con el documento de folio 3 del cuaderno principal, y su hermano Jhon Alexánder Aguirre Montoya, según el certificado de folio 8. Y por pasiva se convocó a José Darío Cardona Valencia, propietario del vehículo de placas SXE-282 involucrado en el accidente, y la sociedad Primer Tax S.A., a la que está afiliado, como se desprende del documento de folio 4.
3. Para acometer el estudio que corresponde, se anticipa que la sentencia de primer grado negó las pretensiones del demandante en reconvención, decisión que causó firmeza, dado que el afectado con ella ninguna réplica formuló. Y recuérdese que hoy impera con mayor ímpetu que antes, lo que se ha dado en denominar la pretensión impugnaticia, si bien el Código General del Proceso señala en su artículo 328 que el juez de segunda instancia solo puede pronunciarse sobre lo que es motivo de apelación. 
Quiere ello decir que la atención de la Sala estará centrada, exclusivamente, en la absolución que sobrevino a la demanda principal y los argumentos que blande la demandante que recurre, para establecer si la razón está de parte del juzgado o de ella.
4. Se recuerda, entonces, que lo que se reclamaba era la responsabilidad civil en cabeza de José Darío Cardona Valencia, propietario del automotor de placas SXE-282, y solidariamente de la empresa afiliadora Primer Tax S.A., por causa del accidente ocurrido el 27 de diciembre de 2012, en el que se vio involucrada Lina Isabel Aguirre Montoya, quien conducía la motocicleta de placas SOP-64C. 
El Juzgado de primer grado negó las súplicas de la demanda, porque faltó demostrar el nexo causal que comprometiera al conductor del automotor de propiedad del demandado, y en cambio sí quedó establecida la “responsabilidad exclusiva de la víctima”. 
5. La inconformidad del demandado se sustenta en que (i) sí se acreditó el nexo causal, pues el conductor del taxi actuó al margen de la diligencia y cuidado que se le exigían; (ii) la valoración de las pruebas, y particularmente del dictamen pericial, fue deficiente; (iii) ninguna responsabilidad se le puede imputar a la demandante en el suceso; y (iv) no ha debido condenárseles al pago de las costas. 

6. Se sabe que genéricamente, quien causa un daño a otro, debe resarcirlo (art. 2341 C. Civil), siempre que se demuestre, y esa es carga de quien invoca la responsabilidad, que hubo el hecho, que medió culpa del agente, que hubo un daño y que entre aquella y este existió un nexo causal. 
Sin embargo, cuando se trate del ejercicio de una actividad peligrosa, de aquellas que enuncia el artículo 2356 del mismo estatuto, se aligera la carga probatoria del demandante, porque lleva envuelta una presunción de culpa, de manera que a la víctima le incumbe probar, simplemente, el hecho, el daño y el nexo causal, en tanto que el agente, para liberarse de responsabilidad, debe acreditar como eximente una fuerza mayor o un caso fortuito, el hecho exclusivo de un tercero o de la víctima, es decir, que la discusión se da en el ámbito de la causalidad y no de la culpabilidad.

Y si en el suceso concurren sendas actividades peligrosas, la cuestión debe mirarse en perspectiva del mismo artículo, pero atendiendo la injerencia que cada una de ellas hubiese tenido, a la actividad desplegada por cada uno de los conductores, por ejemplo, para, en su caso, imputar el hecho dañoso a uno de los dos, que deberá cargar con la responsabilidad, o bien, graduar la indemnización por haber concurrido ambos en el suceso con una conducta culposa. Esto, sin perjuicio también de que el demandante pruebe, en los términos del artículo 2341 del estatuto civil, la culpa del agente del daño. 

No se trata, como lo sostuvo el Juez de primer grado de una responsabilidad meramente objetiva, con sustento en una sentencia del año 2009, proferida por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema. La misma alta Corporación, a poco andar, y en relación con el artículo 2356, reiteró su tradicional posición en relación con el artículo 2356, en sentencia del 26 de agosto de 2010, con ponencia de la Magistrada Ruth Marina Díaz, ratificada luego en providencia del 18 de diciembre de 2012, con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez, en el sentido de que: 

 “… Respecto de la anterior norma, la jurisprudencia de esta Corte ha sostenido de manera constante e inveterada que ella consagra una presunción de culpa en contra del demandado, quien solo puede exonerarse de responsabilidad si demuestra que el hecho se produjo por una causa extraña. Ese criterio se ha mantenido incólume, salvo contadas excepciones, desde los comienzos de esta Corte hasta la actualidad.”

Hizo allí la Corte un recorrido por su propia jurisprudencia desde el año 1938, hasta desembocar en aquella providencia del 26 de agosto de 2010, para:

“… admitir que tiene razón al censor cuando afirma que el Tribunal hizo una errónea interpretación del artículo 2356 del Código Civil, en la medida en que no es cierto que esa disposición contenga un principio de responsabilidad objetiva.

En efecto, mal podría considerarse que la sentencia de 24 de agosto de 2009 introdujo un cambio en la línea jurisprudencial de esta Corte respecto de la presunción de culpa que subyace a la acción de responsabilidad civil por el ejercicio de actividades peligrosas, por dos razones fundamentales:

i) Porque el enfoque de la responsabilidad objetiva no obtuvo un respaldo mayoritario por parte de los integrantes de la Sala, como quiera que tres de los seis magistrados que discutieron y suscribieron esa providencia expresaron sendas aclaraciones de voto frente a ese específico asunto.

ii) Porque el referido fallo sólo concluyó que el ad quem, en el proceso que se analizaba, “incurrió en los yerros atribuidos por el casacionista al aplicar en un asunto relativo al ejercicio de actividades peligrosas el régimen de culpa probada de responsabilidad civil extracontractual, omitiendo el régimen especial contenido en el artículo 2356 del Código Civil.” (Se resalta)

5. La importancia de ese fallo se concreta, entonces, en haber reiterado que frente a una eventual concurrencia de culpas en el ejercicio de actividades peligrosas, el sentenciador tendrá que examinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se produce el daño, a fin de valorar la equivalencia o asimetría de las actividades peligrosas concurrentes y su incidencia en la cadena de causas generadoras del daño, con el fin de establecer, a partir de la magnitud de esa injerencia, el grado de responsabilidad que corresponde a cada uno de los actores, en la forma prevista en el artículo 2357 de la ley civil.

Mas lo anterior no comporta ninguna novedad en la línea jurisprudencial de esta Corte ni tampoco implica la aceptación de un enfoque de responsabilidad objetiva. , pues como ya lo había precisado esta Sala en consolidada doctrina, 

“La reducción del daño se conoce en el derecho moderno como el fenómeno constituido por la compensación de culpas, lo cual quiere decir que cuando el coautor del daño comete una culpa evidente que concurre con la conducta igualmente culpable de la víctima, el juez debe graduar cuantitativamente la relación de causalidad entre las culpas cometidas de manera concurrente, y la cuantía del daño, a fin de reducir la indemnización mediante el juego de una proporción que al fin y al cabo se expresa de manera matemática y cuantitativa”. (Sent. de 29 de abril de 1987)

No existe ninguna duda de que para efectos de establecer la graduación de la responsabilidad de cada una de las actividades concurrentes en la producción del daño, resulta necesario verificar “de modo objetivo” la incidencia de esas acciones en el flujo causal desencadenante del perjuicio; mas ello no es suficiente porque para llegar a esa solución es preciso indagar como paso antelado, en cada caso concreto, quién es el responsable de la actividad peligrosa, y ello solo es posible en el terreno de la culpabilidad.

Y recientemente la misma Corporación, en la sentencia de mayo 6 de 2016, expediente SC5885-2016, radicado 54001-31-03-004-2004-00032-01, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona; y lo reiteró la sentencia SC12994-2016, de septiembre 15 de 2016, radicación 25290 31 03 002 2010 00111 01, M.P. Margarita Cabello Blanco, en la que indicó que:

También es factible que suceda, cual aconteció en el escenario debatido, que ambos extremos de la relación procesal estuvieran ejercitando concomitantemente actividades de peligro, evento en el cual surge para el fallador la obligación de establecer mediante un cuidadoso estudio de las pruebas la incidencia del comportamiento desplegado por aquellos, respecto del acontecer fáctico que motivó la reclamación pecuniaria.

Al demandarse a quien causó una lesión como resultado de desarrollar una actividad calificada como peligrosa y, al tiempo, el opositor aduce culpa de la víctima, es menester estudiar cuál se excluye, acontecimiento en el que, ha precisado la Corporación:

“en la ejecución de esa tarea evaluativa no se puede inadvertir ‘que para que se configure la culpa de la víctima, como hecho exonerativo de responsabilidad civil, debe aparecer de manera clara su influencia en la ocurrencia del daño, tanto como para que, no obstante la naturaleza y entidad de la actividad peligrosa, ésta deba considerarse irrelevante o apenas concurrente dentro del conjunto de sucesos que constituyen la cadena causal antecedente del resultado dañoso’.  Lo anterior es así por cuanto, en tratándose ‘de la concurrencia de causas que se produce cuando  en el origen del perjuicio confluyen el hecho ilícito del ofensor y el obrar reprochable de la víctima, deviene fundamental establecer con exactitud la injerencia de este segundo factor en la producción del daño, habida cuenta que una investigación de esta índole viene impuesta por dos principios elementales de lógica jurídica que dominan esta materia, a saber: que cada quien debe soportar el daño en la medida en que ha contribuido a provocarlo, y que nadie debe cargar con la responsabilidad y el perjuicio ocasionado por otro (G. J. Tomos LXI, pág. 60, LXXVII, pág. 699, y CLXXXVIII, pág. 186, Primer Semestre, (…) Reiterado en CSJ CS Jul. 25 de 2014, radiación n. 2006-00315). 
En similar sentido, es la más reciente decisión de la Corte, contenida en la sentencia SC2107-2018, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona. 

7. En el caso de ahora, nadie discute que el 27 de diciembre de 2012, a las 21:50, ocurrió un accidente entre los señalados vehículos. Así fue aceptado por las partes (f. 51, 113, 125, c. 1) y está documentado con el informe que reposa a folio 9 del cuaderno principal que, aunque en copia al carbón, puede ser valorado, primero, porque fue aportado por la misma demandante; y segundo, porque se ordenó tenerlo como prueba el 14 de abril de 2016, esto es, ya en vigencia del artículo 244 del CGP, que consagra la presunción de autenticidad de los documentos públicos y privados, en original o en copia, emanados de las partes o terceros, que se arrimen oportunamente y no sean tachados. 

Como lo que está en discusión es la relación causal que el juzgado echó de menos, se analizará solo la prueba que sirva al propósito de esclarecer tal aspecto; solo si se llegara a una conclusión diferente, tendría que echarse mano del restante material. 

Pues bien, en el relato que hizo la demandante en el libelo (f. 51, c. 1),  dijo que el conductor del taxi, de manera imprudente e irresponsable, haciendo caso omiso de mínimas reglas de precaución, paró y estacionó en la vía rápida, por el sector del Club de la Tercera Edad en Dosquebradas, con el fin de dejar unos pasajeros. Es decir, que su negligencia e imprudencia provinieron del desconocimiento de lo que mandan los artículos 76 y 77 del estatuto de tránsito. 
En el interrogatorio,  que absolvió, dijo que solo vio el taxi cuando estaba sobre él y, por tanto, no percibió si tenía luces estacionarias encendidas; el vehículo estaba dentro del carril derecho y ella se desplazaba por la mitad del mismo; el automotor estaba quieto en la vía y lo que hizo fue intentar frenar y salir hacia la izquierda; cuando vio el taxi trató de pasar al otro carril pero la velocidad que llevaba no le dio tiempo; y agregó que el automotor ocupaba el 80% del carril derecho (f. 150, 151, c.1). 

Rindió testimonio Óscar Mauricio Martínez Toro, conductor del taxi para el momento del suceso (f. 1, c. 9). Señaló que se movilizaba rumbo a Bosques de la Acuarela y frente al mencionado Club, paró con el fin de dejar a una pasajera; mientras ella se bajaba y estando ahí, sintió el golpe de la motocicleta. Agregó que en ese momento ya se había bajado aquella; puso las luces estacionarias y estaba a menos de un metro del andén; al mirar por los retrovisores cuando se detuvo iba prácticamente solo; y conoce la prohibición de estacionamiento que establece el artículo 76 de la ley de tránsito. 

Se practicó inspección judicial al sitio de los hechos (f. 11, c. 11), prueba decretada a petición de ambas partes (f. 162, c. 1). En ese acto, fuera describir las condiciones de la vía, el funcionario agregó unas fotografías aportadas por la parte demandada tomadas en el momento del accidente y que hacen parte de un informe realizado por un perito en ese tipo de colisiones. Otras fotografías, fueron tomadas al practicarse la inspección. 
Es claro que, distinto a cómo se hizo en primera instancia, el mentado informe carece de valor probatorio dado que, por un lado, incumple las condiciones del artículo 226 del Código General del Proceso; y por el otro, nunca fue decretado ni controvertido durante el juicio. 
Por el contrario, las fotografías sí se pueden valorar, ya que de acuerdo con el artículo 238 del estatuto procesal civil en el momento de la diligencia el juez de oficio o a petición de parte puede ordenar pruebas que se relacionen con los hechos materia de la inspección y en ese acto aludió a tales reproducciones fotográficas que, sin duda, eran relevantes, sobre las cuales la parte demandante nada controvirtió, si bien estuvo ausente en la diligencia y con posterioridad ninguna réplica elevó. 

Ahora bien, tales fotografías no hacen más que corroborar lo que dice el informe de accidente, esto es, que (i) el hecho ocurrió en una recta, (ii) es una avenida iluminada; (iii) el taxi hizo un pare para dejar un pasajero; (iv) en el sitio, pocos metros adelante, está indicada esa posibilidad; (v) el vehículo estaba parado a unos pocos centímetros del andén; (vi) además ocupaba la parte que está entre el andén y la línea que demarca la calzada; (vii) no obstaculizaba el paso de otros vehículos; (viii) las luces estacionarias estaban encendidas; y, (viii) la visual no estaba disminuida. 

A todo esto se suma que, de acuerdo con la versión de la propia demandante, lo que se erige en confesión, en los términos del artículo 195 del Código de Procedimiento Civil (vigente para cuando se recaudó la prueba), el vehículo estaba detenido cuando ella lo observó, solo que la velocidad que llevaba no le permitió reaccionar para hacer el cambio de carril. 

Nótese que no hubo una parada intempestiva o sin precaución como se alega; al contrario, según relató el único testigo escuchado, alcanzó a parar, su pasajera abrió la puerta, se apeó, lo que indica que la conductora de la motocicleta tuvo el tiempo suficiente para detectar la presencia del vehículo que había en su trayecto, dadas las condiciones de la vía, y tomar las precauciones necesarias para evitar el impacto, lo que fue imposible por la circunstancia descrita. 
Al testigo se le otorga credibilidad, a pesar de ser el conductor del vehículo con el que hubo la colisión, porque su dicho se amolda al resto del caudal probatorio y en él no se advierte ningún ánimo de tergiversar la realidad. 

Así las cosas, la conclusión obligada, como dijo el juez de primera instancia, es que la incidencia directa en el suceso provino de la víctima y no de quién iba al volante del vehículo de servicio público. 

La demanda se cimentó en que este último incumplió el reglamento de tránsito; pero no hay tal. Como se pudo resumir, el sitio era permitido para dejar pasajeros, el taxi estaba detenido al momento de la colisión, se usaron las prevenciones luminosas, el pare se hizo muy cerca al andén, sin ocupar el porcentaje de la calzada que aduce la demandante, ni obstaculizar el paso de otros vehículos, mucho menos el de una motocicleta. Es decir, que la infracción de las reglas que enseña el Código Nacional de Tránsito en sus artículos 76 y 77, quedó sin sustento probatorio.
En este orden de ideas, acertó el funcionario al señalar que el nexo causal se rompió en el caso concreto, porque el contacto entre los vehículos fue provocado por la víctima; en el hecho ninguna incidencia tuvo el conductor del taxi. 

Se confirmará, en consecuencia, el falló incluyendo lo que se resolvió sobre las costas, pues es evidente que se cargó con ellas a quienes fueron derrotados y carecen del beneficio del amparo de pobreza. 

Las costas en esta sede también serán de cuenta de los recurrentes Marino Antonio Aguirre Cano, Teresita de Jesús Montoya Osorio y John Alexánder Aguirre Montoya a favor de los demandados. Se liquidarán en primera instancia de manera concentrada siguiendo las reglas del artículo 366 del Código General del Proceso. En auto separado se señalarán las agencias en derecho respectivas. 

DECISIÓN 
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el 14 de noviembre de 2017 en el proceso ordinario que iniciaron Lina Isabel Aguirre Montoya y otros contra José Darío Cardona Valencia y otros. 

Costas en esta sede a cargo de los recurrentes Marino Antonio Aguirre Cano, Teresita de Jesús Montoya Osorio y John Alexánder Aguirre Montoya y a favor de los demandados. 

Esta decisión queda notificada en estrados.  

Los magistrados 

Jaime Alberto Saraza Naranjo 

Claudia María Arcila Ríos 

Duberney Grisales Herrera
